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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META
        Villavicencio,  catorce (14) de enero de dos mil quince (2015)
Auto Interlocutorio No. 0002.
MEDIO DE CONTROL:NULIDAD 
DEMANDANTE:
CONSORCIO SERVICIOS DE TRÁNSITO DE VILLAVICENCIO “SERTRAVI”
DEMANDADO:            DEPARTAMENTO DEL META
EXPEDIENTE:
      
  50001 - 23 - 33 - 000 - 2013 - 00285 - 00

            MAGISTRADO PONENTE: LUIS ANTONIO RODRÍGUEZ MONTAÑO
 Procede el Despacho a pronunciarse sobre la admisibilidad de la demanda de la referencia.

I. ANTECEDENTES

La parte demandante en ejercicio del medio de control de Nulidad, instauró demanda contra el Departamento del Meta - Asamblea Departamental, para que se declare la nulidad del artículo segundo de la Ordenanza 569 de 2005 y los artículos primero y segundo de la Ordenanza 594 de 2006, las cuales amplían el plazo para el pago de impuestos sobre vehículos automotores matriculados y radicados en el Instituto Departamental de Tránsito y Transporte del Meta.
El Tribunal, en auto del 28 de abril de 2014, inadmitió la demanda para que la accionante allegara el Certificado de existencia y representación legal que acredite la calidad con que actúa en el proceso de conformidad con lo dispuesto en el artículo 166 del CPACA (fol.44).
En escrito de subsanación, la parte demandante manifestó que el poder que se encuentra en la demanda fue otorgado por una persona natural en representación del consorcio y aportó copia del documento de constitución del mismo indicando que el consorcio no constituye una persona natural o jurídica diferente a las que lo integran y por ello no existe el certificado solicitado por el Despacho (fol.45-54).


II. CONSIDERACIONES

En el asunto, la Sala rechazará la demanda de nulidad instaurada en contra del Departamento del Meta - Asamblea Departamental, por las siguientes razones:
La capacidad procesal es la aptitud legal que tiene una persona para ser titular de derechos y obligaciones procesales, por medio de la cual se realizan actos procesales válidos de manera directa o por intermedio de representante legal para asumir cargas o responsabilidades que se desprenden de un proceso.
Respecto de la capacidad de los consorcios, la Ley 80 de 1993 en sus artículos 6 y 7, faculta a esta agrupación de empresas o sociedades para que puedan contratar con entidades estatales, de tal manera que pueden designar a una persona para que los represente en las actividades que correspondan:
Artículo   6º.- De la Capacidad para Contratar. Pueden celebrar contratos con las entidades estatales las personas consideradas legalmente capaces en las disposiciones vigentes. También podrán celebrar contratos con las entidades estatales, los consorcios y uniones temporales.

Las personas jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar que su duración no será inferior a la del plazo del contrato y un año más.
“Artículo  7º.- De los Consorcios y Uniones Temporales. Para los efectos de esta Ley se entiende por:1. Consorcio: cuando dos o más personas en forma conjunta presentan una misma propuesta para la adjudicación, celebración y ejecución de un contrato, respondiendo solidariamente de todas y cada una de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato. En consecuencia, las actuaciones, hechos y omisiones que se presenten en desarrollo de la propuesta y del contrato, afectarán a todos los miembros que lo conforman.”
2. Unión Temporal: cuando dos o más personas en forma conjunta presentan una misma propuesta para la adjudicación, celebración y ejecución de un contrato, respondiendo solidariamente por el cumplimiento total de la propuesta y del objeto contratado, pero las sanciones por el incumplimiento de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato se impondrán de acuerdo con la participación en la ejecución de cada uno de los miembros de la unión temporal. 

Ver el Concepto de la Sec. de Hacienda 1245 de 1997.
Parágrafo 1º.- Los proponentes indicarán si su participación es a título de consorcio o unión temporal y, en este último caso, señalarán los términos y extensión de la participación en la propuesta y en su ejecución, los cuales no podrán ser modificados sin el consentimiento previo de la entidad estatal contratante.

Los miembros del consorcio y de la unión temporal deberán designar la persona que, para todos los efectos, representará al consorcio o unión temporal y señalarán las reglas básicas que regulen las relaciones entre ellos y su responsabilidad. (Se resaltó).
Por su parte, la sentencia C-414 del 22 de septiembre de 1994, que declara exequible el parágrafo 2° del artículo antes transcrito, afirmó que los consorcios no constituyen personas jurídicas y la representación conjunta señalada en el articulado, se justifica exclusivamente para efectos de adjudicación, celebración y ejecución de los contratos, por lo que no cabe duda de que los consorcios carecen de personalidad jurídica diferente de aquella que tienen cada una de los miembros que la integran. 
Así mismo en la sentencia de unificación del 25 de septiembre de 2013,  la Corte Constitucional rectificó su postura sobre la capacidad que tienen los consorcios y las uniones temporales para comparecer como parte en los procesos judiciales, por cuanto inicialmente no se les permitía acudir a un proceso judicial como parte activa o pasiva de la litis o tercero interesado e incluso litisconsortes, pero que en virtud del reconocimiento especial que les hace la Ley 80 de otorgarles capacidad contractual también los habilita para que no solo sean titulares de derechos y obligaciones emanados con ocasión del contrato, sino que también los autoriza para actuar dentro de los procesos judiciales que tengan su origen en actos previos a la celebración del contrato:
“Finalmente, la Sala estima necesario precisar y enfatizar que la rectificación jurisprudencial que mediante la presente decisión se efectúa en relación con la capacidad procesal que les asiste a los consorcios y a las uniones temporales para comparecer como sujetos en los procesos judiciales en los cuales se debaten asuntos relacionados con los derechos o intereses de los que son titulares o que discuten o que de alguna otra manera les conciernen en razón de su condición de contratistas de las entidades estatales o de interesados o participantes en los procedimientos de selección contractual, de ninguna manera debe considerarse como una cortapisa para que los integrantes de los respectivos consorcios o uniones temporales, individualmente considerados —sean personas naturales o jurídicas— puedan comparecer al proceso —en condición de demandante(s) o de demandado(s)—.

Ciertamente, la modificación de la jurisprudencia que aquí se lleva a cabo apunta únicamente a dejar de lado aquella tesis jurisprudencial en cuya virtud se consideraba, hasta este momento, que en cuanto los consorcios y las uniones temporales carecen de personalidad jurídica propia e independiente, no les resultaba dable comparecer a los procesos judiciales porque esa condición estaba reservada de manera exclusiva a las personas —ora naturales, ora jurídicas—, por lo cual se concluía que en los correspondientes procesos judiciales únicamente podían ocupar alguno de sus extremos los integrantes de tales organizaciones empresariales.

En consecuencia, a partir del presente proveído se concluye que tanto los consorcios como las uniones temporales sí se encuentran legalmente facultados para concurrir, por conducto de su representante, a los procesos judiciales que pudieren tener origen en controversias surgidas del procedimiento administrativo de selección de contratistas o de la celebración y ejecución de los contratos estatales en relación con los cuales tengan algún interés, cuestión que de ninguna manera excluye la opción, que naturalmente continúa vigente, de que los integrantes de tales consorcios o uniones temporales también puedan, si así lo deciden y siempre que para ello satisfagan los requisitos y presupuestos exigidos

en las normas vigentes para el efecto, comparecer a los procesos judiciales —bien como demandantes, bien como demandados, bien como terceros legitimados o incluso en la condición de litisconsortes, facultativos o necesarios, según corresponda—, opción que de ser ejercida deberá consultar, como resulta apenas natural, las exigencias relacionadas con la debida integración del contradictorio, por manera que, en aquellos eventos en que varios o uno solo de los integrantes de un consorcio o de una unión temporal concurran a un proceso judicial, en su condición individual e independiente, deberán satisfacerse las reglas que deban aplicarse, según las particularidades de cada caso específico, para que los demás integrantes del correspondiente consorcio o unión temporal deban o puedan ser vinculados en condición de litisconsortes, facultativos o necesarios, según corresponda.
Ahora bien, según el documento obrante a folio 46, se observa que el consorcio SERTRAVI fue constituido con el objeto de presentar una propuesta para la adjudicación, celebración y ejecución de la licitación pública No.LP-007-2010 en el municipio de Villavicencio y, a folio 52 del mismo, se indica la representación legal del consorcio por parte del Lisandro Junco Espinosa; si bien, el consorcio mencionado interpuso la presente demanda por conducto de su representante legal y este a su vez otorgó poder a un profesional del derecho para declararse la nulidad parcial de las Ordenanzas Nos. 569 de 2005 y 594 de 2006, lo cierto es que, en atención a la jurisprudencia constitucional que al principio no reconoció la capacidad procesal a estos consorcios para comparecer en juicio pero que recogió esta postura habilitándolas para que sean sujetos de derechos y obligaciones que provengan exclusivamente de actuaciones precontractuales y contractuales, la ley les reconoce  ciertas facultades jurídicas de orden procesal sin que se les otorgue alguna que vaya más allá del objeto contractual por el cual fueron constituidas, lo que hace que por intermedio del presente medio de control no sea posible permitirle esa capacidad procesal para declarar nulos los actos administrativos de carácter general que se acusan por cuanto no provienen de la adjudicación, celebración o ejecución de un contrato estatal, en consecuencia, el Tribunal rechazará la demanda por carecer la parte demandante de la capacidad legal como presupuesto procesal para impetrar la demanda.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Meta, 

RESUELVE:

PRIMERO: RECHAZAR la demanda de nulidad presentada por LISANDRO JUNCO ESPINOSA en representación del consorcio SERVICIOS DE TRÁNSITO DE VILLAVICENCIO “SERTRAVI” contra el DEPARTAMENTO DEL META - ASAMBLEA DEPARATAMENTAL.

SEGUNDO: Ejecutoriado este auto, archívense las diligencias, previa devolución de los anexos sin necesidad de desglose.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
Estudiado y aprobado en Sala de Decisión No. 2 de la fecha, mediante acta No. 002.
LUIS ANTONIO RODRÍGUEZ MONTAÑO
HÉCTOR ENRIQUE REY MORENO


 TERESA HERRERA ANDRADE
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